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INFORME No. 111/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 12.177 
PERU
8 de noviembre de 2012
PRESUNTA VÍCTIMA:


Alberto Cabello Ortega
PETICIONARIO:
Blanca Beatriz Solís Rodríguez, José C. Ugaz Sánchez – Moreno y Carlos Caro Coria 
VIOLACIONES ALEGADAS:         
Artículos 7, 8, 9, 13 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
21 de junio de 1999 
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. Alegaron que la presunta víctima desempeñó el cargo de Gerente General de la Compañía Latinoamericana de Radiodifusión entre julio de 1995 y septiembre de 1997. Dicha compañía se encontraba bajo la dirección del señor Baruch Ivcher Bronstein, quién a través del medio televisivo Canal 2 emitió mediante su programa “Contrapunto” diversas críticas al gobierno del entonces Presidente Alberto Fujimori. De acuerdo con la información de público conocimiento, así como el caso tramitado ante la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos bajo el nombre de Ivcher Bronstein, a raíz de las críticas a las políticas del mencionado mandatario, el señor Ivcher Bronstein fue privado del ejercicio de sus derechos como accionista mayoritario y presidente del directorio de la Compañía Latinoamericana de Radiodifusión, lo que permitió que los accionistas minoritarios, apoyados por las autoridades del gobierno de turno, accedieran a la administración de dicha compañía el 19 de septiembre de 1997, fecha en la que el señor Cabello Ortega renunció a la Gerencia General de la empresa.
2. De acuerdo con los peticionarios, el señor Cabello Ortega fue objeto de persecuciones por parte del gobierno de Alberto Fujimori, motivadas por su desempeño como Gerente General de la Compañía Latinoamericana de Radiodifusión. La persecución se habría iniciado mediante amenazas telefónicas entre mayo y septiembre de 1997, continuando con seguimientos personales a toda su familia y concluyendo con una balacera en la puerta de su casa en septiembre de 1997. Señalaron que en ese contexto de persecución por parte del Estado, el Ministerio Público y entidades de fiscalización tributaria iniciaron denuncias penales en su contra por delitos contra la fe pública, fraude en la administración de personas jurídicas, apropiación ilícita y contra la función jurisdiccional; estafa y contra la fe pública; fraude en la administración de personas jurídicas y apropiación ilícita en agravio de la Compañía Latinoamericana de Radiodifusión.

3. Los peticionarios manifestaron que el desarrollo de los procesos penales arriba señalados constituyeron instrumentos de acoso y presión a raíz de la labor periodística del señor Cabello Ortega. Finalmente, argumentaron que a raíz de tales procesos la presunta víctima fue condenada a ocho años de pena privativa de la libertad.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. Manifestó que la petición debe ser declarada inadmisible debido al incumplimiento del requisito de agotamiento previo de los recursos internos. Asimismo, solicitó que la petición fuese declarada inadmisible con base en el artículo 47.c) de la Convención, por ser manifiestamente infundada. 
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH 
5. El 26 de febrero de 1999 se recibió la petición inicial, la cual fue registrada bajo el número 12.177. El 21 de junio de 1999 la Comisión dio traslado de la petición al Estado y, de conformidad con su Reglamento entonces vigente, le requirió la presentación de respuesta en el plazo de 90 días.

6. El Estado presentó su respuesta el 28 de octubre de 1999 y remitió información adicional mediante nota recibida el 24 de julio de 2000. A su vez, los peticionarios presentaron comunicaciones el 6 de diciembre de 1999, 14 y 18 de enero,  7 de abril y 11 de mayo de 2000.

7. El 25 de abril de 2011 la CIDH solicitó a los peticionarios información actualizada o cualquier observación adicional, indicando que de no recibir respuesta en el plazo de un mes, podría considerar el archivo del caso de la petición, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención Americana. El 18 de mayo de 2011 el Estado peruano solicitó que la CIDH declare el archivo de la petición, en vista de que los peticionarios no habían presentado nuevos escritos desde mayo del 2000. El 30 de junio de 2011 la CIDH trasladó dicha comunicación a los peticionarios, sin que hayan presentado observaciones. El 5 de julio de 2011, la Comisión reiteró al peticionario la solicitud de información actualizada realizada el 25 de abril de 2011, siendo devuelta la mencionada comunicación a la CIDH por no encontrarse en dicha dirección el peticionario. 
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
8. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

9. A pesar de la solicitud de información actualizada formulada por la CIDH con fecha 25 de abril de 2011, el peticionario no ha remitido escritos adicionales desde el 11 de mayo de 2000. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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